PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY:
ARTÍCULO 1°: Modifícase el artículo 119 del Decreto-Ley Nº 6769/58 (Ley Orgánica de las Municipalidades), el que quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 119: El Departamento Ejecutivo podrá realizar gastos aún cuando el concepto de ellos no esté previsto en el Presupuesto General o excedan el monto de las partidas autorizadas, solamente en los siguientes casos:

a.- Para el cumplimiento de sentencias judiciales firmes.

b.- En casos de epidemias, inundaciones y otros acontecimientos imprevistos que hagan indispensable la acción inmediata de la Municipalidad.

Dentro de los quince (15) días posteriores a la realización de los gastos a que se refiere el párrafo precedente, el Departamento Ejecutivo deberá promover la pertinente modificación del Presupuesto.

Cuando los créditos presupuestarios resulten insuficientes o sea necesario incorporar conceptos no previstos, el Departamento Ejecutivo podrá solicitar que, mediante ordenanza, se dispongan créditos suplementarios o transferencias de otras partidas del presupuesto que arrojen economía y siempre que ellas conserven créditos para cubrir las necesidades del ejercicio.

Exceptúanse de lo establecido en el presente artículo, las ampliaciones o creaciones de partidas que se financien con recursos afectados. Con respecto a dichas partidas, el Departamento Ejecutivo podrá practicar directamente las ampliaciones o creaciones que correspondan según el monto de los recursos efectivamente autorizados o realizados y acordes con la finalidad a que deban ser aplicados los aludidos recursos afectados.
ARTÍCULO 2°: De forma.

FUNDAMENTOS
El adecuado funcionamiento del sistema de división de poderes, que hace a la esencia de la forma republicana de gobierno, implica necesariamente que ninguno de ellos pueda inmiscuirse en las atribuciones propias del otro, como así también la existencia de un régimen que permita el control recíproco entre los diferentes poderes del Estado.
Este delicado equilibrio institucional fue celosamente preservado, tanto por el artículo 29 de la Constitución Nacional, como por los artículos 3º, segundo párrafo “in fine”, y 45 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

Ahora bien, estos principios básicos propios de un estado de derecho, se han visto trastocados por los distintos gobiernos de facto que se sucedieron en nuestro país a lo largo del siglo XX, los que han distorsionado severamente nuestro sistema de derecho público. 
Tal es el caso del artículo 119 de la Ley Orgánica de las Municipalidades (texto introducido por el Decreto-Ley Nº 8851/77), que en su párrafo cuarto, autoriza la sanción de una ordenanza, por la que se faculte al Departamento Ejecutivo con carácter general, y dentro del ejercicio financiero de que se trate, a realizar transferencias de créditos y creaciones de partidas.  
Ello pudo haber tenido alguna lógica dentro de un sistema institucional totalmente anormal, en el cual las facultades propias de los Departamentos Deliberativos municipales se encontraban distribuidas entre el gobernador de facto y los comisionados municipales; pero luego que nuestro país retornara a los cauces democráticos y republicanos, una disposición de esta naturaleza resulta a todas luces inaceptable.
No puede desconocerse que dentro las facultades propias de los Concejos Deliberantes, como cuerpos legislativos que son, se encuentran la de legislar y la de controlar al otro Departamento del gobierno municipal, es decir, al Ejecutivo comunal, potestad ésta que declinaría gravemente si lo autorizara en forma genérica a transferir créditos y a crear partidas presupuestarias.
Tenemos perfectamente en claro que, en los tiempos que corren, la administración y gobierno de un municipio se ha tornado cada vez más compleja; pero ello no debe ser utilizado como pretexto o excusa para otorgar a los Departamentos Ejecutivos municipales un margen de autonomía tal, que les permita una mayor discrecionalidad en el manejo de los fondos públicos, con menores controles; ya que como lo sostenía el Presidente Hipólito Yrigoyen, “las autonomías son de los pueblos y para los pueblos y no para los gobiernos”.
Todo ello, nos lleva a proponer la derogación del párrafo cuarto del artículo 119 del Decreto-Ley Nº 6769/58 (Ley Orgánica de las Municipalidades).

Por los motivos expuestos, a la Honorable Cámara solicito, dé aprobación al presente Proyecto de Ley.
